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ASUNTO A DECIDIR

Se pronuncia la Sala sobre el recurso de APELACIÓN interpuesto por la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, contra la sentencia proferida el 4 de noviembre de 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca
, mediante la cual resolvió declarar responsable disciplinariamente  a la recurrente por haber incurrido en la prohibición de  que trata el numeral 17 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con el artículo 127 de la Constitución Política, imputación efectuada como falta gravísima dolosa por estar recogida en los numerales 17 y parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, y como consecuencia haberla sancionado con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL, esta última por el término de DIEZ (10) AÑOS, y la exclusión en el escalafón o carrera si la hubiere. 

DE LA CONDUCTA INVESTIGADA

Dio génesis a la presente investigación, el anónimo allegado a la Procuraduría General de la Nación y remitido por ésta, a la Corporación de primera instancia, el 18 de septiembre de 2008, donde se hace referencia a la presunta irregularidad en que pudo incurrir la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, por violación al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los servidores públicos por haber suscrito contrato de concesión No. GKF 121 con INGEOMINAS para la explotación de oro en el Departamento del Guainía, estando inhabilitada para ello. 
ANTECEDENTES PROCESALES

1.- Mediante auto del 25 de noviembre de 2008, el A quo avocó conocimiento, abriendo indagación preliminar en contra de la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá.
2.- Mediante Proveído del 22 de julio de 2009, se ordenó abrir investigación disciplinaria en contra de la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá.
3.- En providencia del 5 de marzo de 2008, se formuló pliego de cargos a la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, por haber incurrido en la prohibición prevista en el numeral 17 del artículo 154 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, concordante con el artículo 48.18 y su parágrafo 1º de la Ley 734 de 2002, faltas imputadas a título dolo. Decisión a partir de la cual, se decretó la nulidad de lo actuado, mediante auto del 26 de mayo de 2010 a efectos de que se notificara en debida forma la apertura de investigación disciplinaria. 
4.- El 9 de septiembre de 2010, se formuló pliego de cargos contra la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, “por la falta gravísima dolosa contemplada en el numeral 17 y parágrafo 1º  del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, por incurrir en la causal de incompatibilidad prevista en el artículo 127 de la Constitución Política y en la prohibición de que trata el numeral 17 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996”.
5.- Mediante auto del 5 de octubre de 2010, el despacho ordenó incorporar los antecedentes de la funcionaria investigada y el salario devengado por ésta el año 2006, dejó constancia de que la disciplinada no solicitó ninguna prueba al momento de presentar sus descargos y ordenó correr traslado para alegar de conclusión. 

5.1.- El 27 de octubre de 2010 el doctor EDUARDO RUIZ TRIANA, Procurador 181 Judicial II Penal, emitió su concepto solicitando fallo sancionatorio contra la Juez disciplinada por los cargos que se le formularon, en razón a la existencia de prueba que indica que la investigada incurrió en las faltas reprochadas.
5.2.-  La disciplinada alegó de conclusión, mediante escrito radicado el 28 de octubre de 2010, donde luego de hacer un análisis jurisprudencial sobre lo que a su juicio constituye falta disciplinaria, el dolo y la culpa, afirmó que actuó bajo la convicción errada e invencible que su conducta no constituía falta disciplinaria, que no actuó con dolo porque no tuvo la intensión de causar un daño a la administración pública y que además, la licencia que le fue otorgada y sobre la cual se baso el reproche disciplinario, no reúne los requisitos de un contrato estatal; concluyendo así que, debe ser absuelta por duda.  
PERIODO PROBATORIO

1. Copia de los trámites relacionados con el contrato de concesión No. GKF-121 suscrito entre la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ –hoy disciplinada- y el Instituto  Colombiano de Geología y Minería INGEOMINAS
. 
2. Testimonios de JULIO ORLANDO SANDOVAL LÓPEZ, BERNARDO FLANTERMESK MORENO y BASILIO BELTRÁN ACOSTA
.  
3. Copia del expediente identificado con placa GKF-121 contentivo de la propuesta de explotación de un yacimiento de minerales de oro y demás minerales concesible
. 
4. Documentación con la cual se crédito la condición de funcionaria judicial de la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, como Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá para la época de los hechos –año 2006-
.
5. Certificado de sueldos devengados por la aquí disciplinada para el año 2006, allegado por la Dirección Seccional Administrativa y Financiera de la Fiscalía General de la Nación
. 
6. Certificado de la ausencia de antecedentes disciplinarios de la funcionaria investigada.
LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El 4 de noviembre de 2010 la Sala A quo resolvió declarar a la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, disciplinariamente responsable de haber incurrido en la falta gravísima dolosa contemplada en el numeral 17 y parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002 en concordancia con la causal de incompatibilidad prevista en el artículo 127 de la Constitución Política y en la prohibición de  que trata el numeral 17 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 y como consecuencia sancionarla con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL, esta última por el término de DIEZ (10) AÑOS, y la exclusión en el escalafón o carrera si la hubiere. 

Decisión a la que arribó tras considerar básicamente que las pruebas documentales allegadas permiten verificar que el día 15 de noviembre de 2005, la doctora CATALINA AHUMADA GONZÁLEZ  radicó ante la Subdirección de Contratación y Titulación del Instituto Colombiano de Geología y Minería –INGEOMINAS, una propuesta de contrato de Concesión, correspondiéndole el expediente GKF-121; propuesta en la que la funcionaria investigada, en compañía de la señora DAYRA LUCÍA DAZA DUARTE, declaró que la información allí contenida era totalmente cierta y que no se encontraba incursa en ninguna de las inhabilidades e incompatibilidades señaladas en el artículo 8º de la Ley 80 de 1993 y la especial contemplada en el artículo 162 del Código de Minas; lo anterior pese a que si estaba inhabilitada para contratar por ser servidora pública. 
De esa manera, para la Sala de instancia, se podía establecer claramente que la disciplinada conocía de antemano las causales de inhabilidad e incompatibilidad que la cobijaban por ser servidora pública, particularmente Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, no solamente desde el momento de su posesión en dicho cargo, sino también al momento de ostentar su calidad de proponente ante el Instituto Colombiano de Geología y Minería. 
Se consideró además que, la doctora AHUMADA GONZÁLEZ, al momento de presentar su propuesta ante el Instituto Colombiano de Geología y Minería, sabía que se estaba acogiendo a los trámites y procedimientos establecidos en la Ley 685 de 2001, esto es al Código de Minas; y por tanto, sabía que el contrato o licencia como pretendió denominarlo, se regía y se rige no sólo por el Código Minero y por las disposiciones generales sobre la contratación estatal, con lo cual se desvirtuaba su tesis de que la licencia que le fue concedida no se equiparaba a un contrato de concesión y por tanto no se enmarcaba dentro de la contratación estatal. 
No se admitió tampoco la supuesta causal eximente de responsabilidad plantada respecto de que actuó con la convicción errada e invencible que su conducta no constituía falta disciplinaria, por la misma condición servidora pública. 
   DEL RECURSO DE APELACIÓN

Mediante escrito del 30 de noviembre de 2010, la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, argumentando en primer lugar que “el fallo apelado adolece de inusitada drasticidad, razón por la cual lo recurro”; en segundo lugar, reiteró que el contrato suscrito con INGEOMINAS no es un contrato de concesión, sino simplemente el reconocimiento de un derecho, bajo el cumplimiento previo de unos requisitos que conllevaron a la entidad estatal a otorgar en su favor una licencia de explotación minera. 
Para la disciplinada, ni los trámites previos, ni el contenido, ni la forma puede permitir concluir que se haya suscrito un contrato estatal en el sub judice, porque las dos únicas formas que la ley establece para la suscripción de un contrato con el estado es la contratación directa o la contratación a través de licitación pública o concurso de méritos. 
Explicó, que la contratación directa tiene unas formalidades  establecidas en la ley 80 y en este caso concreto no existía ninguna ritualidad previa que nos conlleve a afirmar que estamos en presencia de un contrato estatal, porque no hubo una invitación a varios proponentes, no tuvo una afectación presupuestal, no existieron clausulas con los elementos de un contrato de concesión tales como un modelo económico, valores de inversión, costo de la operación y mantenimiento, ni clausula de reversión. Tampoco tuvo una cuantía como la tienen todos los contratos estatales.
Tampoco hubo en este caso un contrato por licitación pública, porque no se dieron las etapas o procedimientos para tal efecto, como evaluación de propuestas, puntajes, recomendaciones de Comité Evaluador, resolución de adjudicación, acta de inicio de contrato ni, interventor de contrato. 
Conforme lo anterior, aseguró que en el caso particular, no se dieron los presupuestos de un contrato estatal, en la medida que “estas licencias” no tienen esas connotaciones y no basta con que se denominen contrato de concesión, para que así lo sea; y en ese orden de ideas, puso como ejemplo que en caso de controversia no sería posible hace uso de la acción contractual precisamente porque no se dan los elementos del contrato estatal. Error de análisis que a su juicio, se incurre en la sentencia; además, porque tampoco es suficiente que se afirme que el contrato se regía por la ley 80 para que de manera automática se convierta en un contrato estatal, pues tales licencias que otorga INGEOMINAS para la explotación minera a una persona, se tratan simplemente del reconocimiento de unos derechos que cualquier ciudadano cumpliendo con determinados requisitos puede solicitar. Requisitos que consisten en la localización del área en donde se adelantará la explotación, que tiene algunas implicaciones tributarias, denominadas cánones, sin que pueda considerarse tampoco como un contrato de arrendamiento estatal. 
En tercer lugar, y conforme lo anterior, alegó nuevamente que actuó convencida de que su conducta no constituía falta disciplinaria y que por ende mal podría calificarse la imputación a título de dolo, menos imponérsele el  máximo correctivo de la destitución. De esta manera solicitó la revocatoria del fallo apelado.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.- De la Competencia.

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer y dirimir este recurso de apelación de conformidad con el mandato consagrado en el artículo 256 numeral 3 de la Constitución Política, en concordancia del artículo 112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, y en armonía con el artículo 194 de la Ley 734 de 2002.

No  observando causal de nulidad alguna que afecte el trámite de este proceso, procede esta Sala a decidir si confirma, modifica o revoca la sentencia de primera instancia proferida dentro del asunto que nos ocupa.
2.- Del Caso en Concreto.

La investigación disciplinaria iniciada en virtud del escrito anónimo, se circunscribe al hecho de que  la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, en su calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, es decir, ostentando la condición de servidora pública suscribió contrato de concesión -el 7 de septiembre de 2006- con una entidad del Estado, para el caso concreto, con INGEOMINAS. 
Por ello fue sancionada por el A quo con DESTITUCIÓN E INHABILIDAD GENERAL, esta última por el término de DIEZ (10) AÑOS, y la exclusión en el escalafón o carrera si la hubiere, considerando que aquella había cometido falta disciplinaria al incurrir en una incompatibilidad determinada en el artículo 154 numeral 17 de la Ley 270 de 1996, al haberse desarrollado la prohibición señalada en el artículo 127 de la Constitución Política, lo cual generó sin duda conducta considerada gravísima dolosa, al tenor de lo dispuesto en el artículo 48 numeral 17 y parágrafo 1º de la Ley 734 de 2002.
3. Problema Jurídico.

El problema Jurídico en esta oportunidad, será determinar: i) si la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, siendo Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, al suscribir contrato de concesión con una entidad del Estado –INGEOMINAS- para la explotación de una mina de oro, incurrió o no en alguna falta disciplinaria.  Cuál y porqué?; 

ii) el negocio jurídico celebrado por ella reunía o no los presupuestos de un contrato Estatal? y, iii) la actuación de la disciplinada estuvo enmarcada dentro de una de las causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria, especialmente, si la funcionaria inculpada actuó con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía falta disciplinaria?.
4.- Solución del Caso en Estudio

Dígase en primer lugar que, a las voces del artículo 230 de nuestra Carta Magna, quienes administran justicia están llamados a cumplir y a hacer cumplir la ley, donde ha de entenderse por ley primeramente la Constitución Política de la cual se desprenden las demás normas creadas por el legislador para la resolución de los conflictos que se susciten entre los particulares o entre éstos y el Estado, con el propósito fundamental de administrar justicia a través de sus providencias judiciales, las que siempre deben estar precedidas por los principios básicos de imparcialidad e independencia.  De ahí que, el mínimo deber que debe atender un funcionario investido de jurisdicción, es el de conocer las normas que rigen el acceso y la permanencia en el ejercicio de su cargo, entre ellas sin lugar a dudas, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, máxime cuando se trata de una persona versada en el derecho, conocedora de primera mano, que la ignorancia de la ley no le sirve de excusa para no cumplirla. 

Siendo así las cosas, concluimos que resulta apenas lógico que la inobservancia por parte de quien administra justicia (Funcionario Judicial), del régimen de incompatibilidades establecidas en nuestra carta magna a las voces de su artículo 127
,  puede ser una causa suficiente para hacerle un juicio de reproche e incluso imponer una sanción disciplinaria, y en el caso particular, de probarse que efectivamente y sin una válida justificación la Funcionaria en cuestión suscribió un contrato estatal ostentando la calidad de servidora pública (Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá), sin lugar a dudas la dejaría inmersa en la prohibición descrita en el numeral 17 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996
 y por ende, en una falta disciplinaria gravísima al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002
, y es a partir de allí, de donde entraremos a hacer el análisis respectivo de la conducta de la disciplinada para poder resolver los cuestionamientos planteados, veamos: 

Se tiene probado en grado de certeza, que la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ a título personal e identificándose como cualquier particular, el día 15 de noviembre de 2005 cuando ostentaba la calidad de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá
, radicó como proponente y en compañía de la señora DAYRA LUCÍA DAZA DUARTE, ante la Subdirección de Contratación y Titulación del Instituto Colombiano de Geología y Minería – INGEOMINAS, una propuesta de contrato de concesión al que le correspondió el No. GKF-121
.
Asimismo tenemos que conforme lo anterior, el 6 de abril de 2006, la subdirección de Contratación y Titulación Minera de INGEOMINAS, emitió concepto técnico – jurídico en donde manifestó que el área capturada con las coordenadas presentadas para el punto fronterizo y del área de la solicitud no correspondían al Departamento aludido por la solicitante (Guainía) y en virtud a ello, concedió a la proponente un término de 30 días para subsanar dicho error, so pena de rechazo.
Fue así como el 1 de junio de 2006, se evaluó la nueva alinderación que allegaron las proponentes y como quiera que se había dado cabal cumplimiento al auto de requerimiento y que “la Propuesta de Contrato de Concesión, cumple con todos los requisitos establecidos en la Ley 685 de 15 de Agosto de 2001”, se emitió concepto favorable para proceder a realizar y celebrar contrato de concesión minera
. 
De esa manera, según la documental allegada directamente por INGEOMINAS, con fecha del 7 de septiembre de 2006, se celebró contrato de concesión para la exploración y explotación minera entre el Instituto Colombiano de Geología y Minería – INGEOMINAS y CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ
 (hoy disciplinada) y otra
. Época para la cual la entonces concesionaria CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ, fungía como Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá
. 
Igualmente se evidencia que, por auto del 21 de septiembre del mismo año, la Subdirección de Contratación y Titulación Minera de INGEOMINAS, otorgó a las solicitantes un término de 10 días para dar cumplimiento al artículo 280 de la Ley 685 de 2001 y a la cláusula Decima Segunda del contrato de concesión, esto es, para constituir la respectiva póliza de garantía minero ambiental
. Requerimiento que se realizó nuevamente a las proponentes en enero de 2007 y al cual dieron cumplimiento el 11 de abril de 2007 cuando CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ identificada con cédula de ciudadanía adquirió “Póliza de Seguro de Cumplimiento - Disposiciones Legales” a favor del Instituto Colombiano de Geología y Minería INGEOMINAS
. 
La Póliza de cumplimiento No. 3000009514 adquirida por la aquí investigada a favor de INGEOMINAS, fue aprobada mediante auto del 14 de junio de 2007 por la Subdirección de Contratación y Titulación Minera, en donde a la  vez, se ordenó seguidamente la inscripción del Contrato de Concesión No. GKF-121 en el Registro Minero Nacional y se previno a la concesionaria que una vez cumplido lo anterior debía pagar el Canon Superficiario
. 
Entonces, es a partir de allí, de la suscripción del contrato de concesión y de la inscripción del titulo minero,  de donde se genera el fundamento fáctico del reproche disciplinario con ocasión a la celebración del contrato de concesión, donde la funcionaria judicial pese a tener dicha condición celebró contrato con una entidad pública del Estado que administra recursos públicos, adecuando así su conducta en un todo a los postulados del artículo 154 numeral 17 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia en consonancia con lo dispuesto en el artículo 127 de la Constitución Política, que para mayor ilustración prescriben textualmente lo siguiente: 

Ley 270 de 1996.

“ARTICULO 154. PROHIBICIONES. A los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, según el caso, les está prohibido:

17. Ejercer el comercio o la industria personalmente o como gestor, asesor, empleado, funcionario o miembro o consejero de juntas, directorios o de cualquier organismo de entidad dedicada a actividad lucrativa”.

Constitución Política.

“ARTÍCULO 127. Los servidores públicos no podrán celebrar, por sí o por interpuesta persona, o en representación de otro, contrato alguno con entidades públicas o con personas privadas que manejen o administren recursos públicos, salvo las excepciones legales”. 

Imputación que fue realizada por el Seccional de Instancia, a titulo de dolo y calificada como falta gravísima al tenor de lo dispuesto en el numeral 17 y el parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, que establecen:
“Artículo  48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: 

17. Actuar u omitir, a pesar de la existencia de causales de incompatibilidad, inhabilidad y conflicto de intereses, de acuerdo con las previsiones constitucionales y legales”. 

“Parágrafo 1°. Además de las faltas anteriores que resulten compatibles con su naturaleza, también serán faltas gravísimas para los funcionarios y empleados judiciales el incumplimiento de los deberes y la incursión en las prohibiciones contemplados en los artículos 153 numeral 21 y 154 numerales 8, 14, 15, 16 y 17 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia”. (Resaltado fuera de texto).
Ahora bien, el anterior referente legal nos permite de paso, entrar a analizar la responsabilidad disciplinaria de la funcionaria inculpada de cara a sus argumentos defensivos y exculpatorios para concluir si es del caso confirmar, modificar o absolverla de los cargos imputados por la Sala A quo. 

Entonces, dígase en primer lugar que la doctora AHUMADA GONZÁLEZ nunca desmintió el hecho de haber suscrito el aludido contrato de concesión con INGEOMINAS, siendo u ostentando la condición de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de esta ciudad, empero exculpo su actuar, en que en su concepto dicho contrato de concesión no se equipara a un contrato estatal como tal y que entonces bajo, esa convicción, “errada e invencible”, se encuentra plenamente amparada su acción u actuación. 
Sin embargo, para esta Sala, ninguna de las explicaciones propuestas por la disciplinada es de recibo, y menos, alcanza a eximirle de responsabilidad disciplinaria en el sub judice. 

En efecto, como lo citamos anteriormente a la doctora AHUMADA GONZÁLEZ por la misma condición de funcionaria judicial, le es exigible el conocimiento de las normas que rigen el acceso y la permanencia en el ejercicio del cargo, de manera especial el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, mas aún en tratándose de una profesional del derecho.  De ahí que en el sub examine no tenga cabida alguna y desde ningún punto de vista la aplicación de la causal sexta (6ª) del artículo 28 de la Ley 734 de 2002 –invocada por la disciplinada-, esto es, en el caso concreto no puede predicarse que la funcionaria inculpada actuó con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía falta disciplinaria, porque ésta no es más que un juicio equivocado que debe recaer sobre lo que constituye falta disciplinaria y en el sub lite no se dan los presupuestos para ello. 
La persona considerada culpable de una falta disciplinaria debe tener la posibilidad efectiva de conocer la norma, y comprenderla y con ello comprender la ilicitud de su conducta. Esto es de suyo en tratándose de un servidor público en condiciones normales porque este funcionario al entrar al ejercicio del cargo debe conocer sus funciones, ser competente y entender el alcance de sus actos u omisiones; entendiéndose por comprensión el proceso mental que se inicia con el conocimiento y finaliza con la interiorización de la norma. 

Así por ejemplo, en el error de prohibición el individuo no conoce o conoce defectuosamente la norma, lo que al final lo lleva a la no comprensión de su conducta; empero igualmente, hay casos en que el individuo conoce la prohibición de la norma, pero al cual el derecho disciplinario no puede exigir una efectiva comprensión; en estos casos nos hallamos ante un error de comprensión lo que no pudo haber ocurrido en el sub examine por la misma condición de funcionaria judicial de la implicada, ciertamente, la ley promulgada se presume conocida y, su ignorancia por regla general no procede para efectos exculpatorios, teoría que con mayor razón ha de aplicarse para aquellos que administran justicia y se consideran por ende versados en derecho. 
Ahora, si bien cierto la Ley disciplinaria contempla que cuando en la comisión de una falta disciplinaria se presenta el error de hecho invencible, se puede  excluir la responsabilidad del infractor, también lo es  que el error de derecho, es el que recae sobre la existencia, la extensión, el alcance, la vigencia u obligatoriedad de una norma jurídica, resultando lo  decisivo para la inculpabilidad, no la situación de inocencia que el error acarrea, sino el poder excusante proveniente de la cosa ignorada y por ello se dice que solo excusa la ignorancia de hechos y no de las normas, de ahí el principio de que la ignorancia del derecho solo a la propia torpeza puede imputarse, pues la ley se presume conocida y es un deber conocerla, de donde se deduce, que en derecho disciplinario la ignorantia juris no es excusa.

En conclusión y a modo de respuesta al argumento defensivo presentado por la inculpada a efectos de que esta Instancia le absuelva de responsabilidad disciplinaria del cargo por el que fue llamada a juicio, dígase que en tratándose de la Ley disciplinaria, cuando se presenta el error de derecho invencible hay exclusión de responsabilidad y cuando este es vencible –como en el caso que nos ocupa-, el sujeto disciplinado debe responder ante el organismo de control correspondiente, porque habría bastado con que la inculpada hubiere acudido a la Ley 80 de 1993 mediante la cual se regula lo concerniente a la Contratación de la Administración Pública, para superar el supuesto “error” en que se encontraba respecto de la naturaleza del contrato de concesión que estaba suscribiendo con el Estado, siendo funcionaria del mismo, como se vera a continuación.
Ahora bien, en cuanto a la segunda teoría planteada por la funcionaria disciplinada, respecto de que el acto jurídico que suscribió con el Instituto Colombiano de Geología y Minería – INGEOMINAS en su criterio no correspondía a un contrato estatal, porque el mismo no cumplía las características, alcances y definiciones de tal acto,  tampoco tiene eco a esta altura procesal toda vez que, en primer lugar, está probado con el testimonio del señor Julio Orlando Sandoval López y con la misma versión de la disciplinada, que ésta litigó en asuntos mineros con lo cual se corrobora el conocimiento pleno que tenía respecto de que los tramites en la legislación minera se rigen por la Ley de contratación estatal. 
En segundo lugar, porque el alcance del contrato que ella suscribió con la entidad pública precitada, esta contemplado inequívocamente en la normatividad aplicable, para el caso concreto, en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993 resultando así inadmisible, tal como lo sostuvo el A quo, que en esta instancia judicial la disciplinada pretenda darle a dicho acto jurídico un alcance diferente al que ella misma se obligó al momento de comprometerse con el Estado. 
En efecto, nótese que la norma precitada establece claramente cuales actos jurídicos son considerados como contratos estatales cuando prevé:
“Artículo   32. De los Contratos Estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación
…

4o. Contrato de concesión

Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar a una persona llamada concesionario la prestación, operación explotación, organización o gestión, total o parcial, de un servicio público, o la construcción, explotación o conservación total o parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue en la explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden”. 

Y no estaba tan equivocada la funcionaria en cuestión, sino que contrario sensu sabía claramente que el contrato que estaba suscribiendo en el mismo momento en que se encontraba ejerciendo el cargo de Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, estaba regido por las normas de contratación estatal, porque en la misma solicitud que presentó ante el Instituto Colombiano de Geología y Minería –INGEOMINAS, declaró que no se encontraba incursa en ninguna de las inhabilidades e incompatibilidades señaladas en el artículo 8 de la Ley 80 de 1993 y la especial contemplada en el artículo 163 del Código de Minas
. Pero además, el hecho de que la licencia, como hoy ha pretendido la investigada denominar el contrato de concesión que suscribió con la entidad estatal aludida, se rigiera por la legislación Minera o mejor, por el Código Minero –campo en el cual se repite, está probado, litigó la disciplinada-, le permitía inferir  que se estaba acogiendo a los trámites de la contratación estatal porque en el artículo 17 establece que:

“Artículo 17. Capacidad legal. La capacidad legal para formular propuesta de concesión minera y para celebrar el correspondiente contrato, se regula por las disposiciones generales sobre contratación estatal. Dicha capacidad, si se refiere a personas jurídicas, públicas o privadas, requiere que en su objeto se hallen incluidas, expresa y específicamente, la exploración y explotación mineras.

Cuando Uniones Temporales reciban concesiones deberán constituirse en figura societaria, con la misma participación que se derive de la propuesta presentada.

También podrán presentar propuestas y celebrar contratos de concesión los consorcios, caso en el cual sus integrantes responderán solidariamente de las obligaciones consiguientes”. 
Luego el argumento de la disciplinada se queda sin piso aún más cuando, fue requerida por el Coordinador del Grupo de Contratación y titulación del Instituto Colombiano de Geología y Minería – INGEONIMAS, para que corrigiera lo pertinente a las alinderaciones de lugar donde pretendía realizar la explotación minera, en los términos del artículo 271 de la Ley 685 de 2001 –como quedó atrás reseñado-, so pena de rechazarse su propuesta. Empero, a sabiendas de todo lo anterior, y por ende de la causal de incompatibilidad nada más y nada menos que de rango constitucional establecida en su artículo 127, la aquí inculpada y entonces Fiscal Delgada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, procedió el 7 de septiembre de 2007, a suscribir el aludido contrato estatal de concesión –establecido como tal por la Ley- con una entidad netamente pública que indiscutiblemente maneja recursos públicos, esto es, con el Instituto Colombiano de Geología y Minería – INGEOMINAS, para la explotación técnica y económica de un yacimiento de minerales de oro, sus concentrados y demás concesibles, en jurisdicción del Municipio de Cacahual Departamento del Guainía, por  un término de 28 años. 
Súmese a lo dicho, que tan regulado estaba el contrato de concesión aludido por la ley de contratación estatal, que fue necesario que la entonces concesionara y a la vez Fiscal de la Nación, adquiriera una póliza minero ambiental de cumplimiento a favor de la entidad pública INGEOMINAS, como en efecto lo hizo, siendo la misma aprobada a través de acto administrativo emitido por la Subdirección de Contratación y Titulación Minera el 14 de junio de 2007 y gracias a la cual se ordenó la inscripción del contrato de concesión en el Registro Minero Nacional. 
Por ultimo dígase en cuanto a las excepciones legales que, si bien es cierto, el artículo 127 Superior refirió que para la prohibición de celebrar contratos con entidades estatales por parte de los servidores públicos se pueden aplicar las excepciones legales, también lo es que, dentro de éstas tampoco se encontraría ubicada la conducta de la aquí disciplinada en razón a que la Ley 4ª de 1992 en su artículo 19
, para tal efecto exceptúa únicamente las siguientes situaciones:

“ARTÍCULO 19. Nadie podrá desempeñar simultáneamente más de un empleo público, ni recibir más de una asignación que provenga del Tesoro Público, o de empresas o de instituciones en las que tenga parte mayoritaria el Estado. Exceptuánse las siguientes asignaciones:
a) Las que reciban los profesores universitarios que se desempeñen como asesores de la Rama Legislativa; 

b) Las percibidas por el personal con asignación de retiro o pensión militar o policial de la Fuerza Pública; 

c) Las percibidas por concepto de sustitución pensional; 

d) Los honorarios percibidos por concepto de hora-cátedra; 

e) Los honorarios percibidos por concepto de servicios profesionales de salud; 

f) Los honorarios percibidos por los miembros de las Juntas Directivas, en razón de su asistencia a las mismas, siempre que no se trate de más de dos juntas; 

g) Las que a la fecha de entrar en vigencia la presente Ley beneficien a los servidores oficiales docentes pensionados. 
PARÁGRAFO. No se podrán recibir honorarios que sumados correspondan a más de ocho (8) horas diarias de trabajo a varias entidades”. 

Así es claro que, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades legalmente determinado busca además de reglamentar el acceso a cargos públicos, establecer la posibilidad que tienen los particulares, - ya sean personas naturales o privadas - de contratar con el Estado, enunciando restricciones para el ejercicio de la plena capacidad legal de la que están dotadas dichas personas, siendo evidente entonces que dentro de las anteriores excepciones legales, no se encuentra la conducta desplegada y hoy reprochada a la doctora CATALINA DEL CARMEN AHUMADA GONZÁLEZ; como tampoco estaría cobijada dentro de las excepciones establecidas en la misma Ley 80 de 1993, concretamente en su artículo 10º, que prevé: 

“DE LAS EXCEPCIONES A LAS INHABILIDADES E INCOMPATIBILIDADES. No quedan cobijadas por las inhabilidades e incompatibilidades de que tratan los artículos anteriores, las personas que contraten por obligación legal o lo hagan para usar los bienes o servicios que las entidades a que se refiere el presente estatuto ofrezcan al público en condiciones comunes a quienes los soliciten, ni las personas jurídicas sin ánimo de lucro cuyos representantes legales hagan parte de las juntas o consejos directivos en virtud de su cargo o por mandato legal o estatutario, ni quienes celebren contratos en desarrollo de lo previsto en el artículo 60 de la Constitución Política”.

Por lo demás, surge evidente que el cargo imputado a la aquí disciplinada esta llamado a prosperar, pues ha quedado suficientemente probado que el acto jurídico suscrito por ésta cuando fungía como Fiscal Delegada ante los Jueces Penales del Circuito de Bogotá, con la entidad publica INGEOMINAS, se trató de un contrato estatal de concesión, sin que pueda ampararse su actuación en que actuó con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía falta disciplinaria; siendo entonces esta la respuesta al problema jurídico planteado.
Finalmente, y en lo referente a la graduación de la sanción, dígase que tampoco habrá de modificarse la misma, pese a los argumentos expuestos por la disciplinada en el sentido de que ésta resulta exagerada; pues a pesar de que no registra antecedentes disciplinarios, su actuación fue flagrantemente en contravía de los fines del Estado en materia del servicio de la Administración de Justicia. 

Entonces, la sanción que merece este tipo de conductas reprochables, que a no dudarlo se enmarcan taxativamente dentro de la calificación GRAVÍSIMA DOLOSA conforme los razonamientos que nos llevaron al juicio de responsabilidad, es necesariamente tal como lo advirtió el A quo, la destitución del cargo e inhabilidad general a voces del artículo 44 numeral 1º de la Ley 734 de 2002, que atendiendo a los criterios descritos en el artículo 47 ibídem e incluso a la ausencia de antecedentes disciplinarios como quedo anotado, debe mantenerse la inhabilidad general por el término de diez (10) años, al compartirse integralmente los argumentos que para tal efecto realizó el Juez Disciplinario de Primera Instancia respecto de la culpabilidad dolosa de la disciplinada y de su conducta calificada además como gravísima, por cuanto aún sabiendo que se encontraba incursa en una incompatibilidad constitucional, decidió convertirse en contratista de la nación, causando un grave daño jurídico y social en contravía de los fines del Estado en materia del servicio de la administración de justicia; por ello, habrá de confirmarse integralmente la sentencia apelada. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus atribuciones Constitucionales y Legales,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR integralmente la providencia apelada proferida el 4 de noviembre del 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de Descongestión del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, por medio de la cual resolvió sancionar con destitución e Inhabilidad General por el término de diez (10) años, convertible en multa en los términos del inciso 2º del artículo 46 la Ley 734 de 2002, a la doctora CATALINA AHUMADA CONZÁLEZ,  identificada con cédula de ciudadanía No. 34.974.376 en su calidad de FISCAL DELEGADA ANTE LOS JUECES PENALES DEL CIRCUITO DE BOGOTA, al hallarla disciplinariamente responsable de incurrir en la prohibición establecida en el artículo 17 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con el artículo 127 de la Constitución Política, imputación efectuada como falta gravísima dolosa por estar recogida en los numerales 17 y parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, conforme los argumentos expuestos en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.

TERCERO: Líbrense las comunicaciones a que hace referencia el artículo 220 de la Ley 734 de 2002. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

HENRY VILLARRAGA OLIVEROS
        JOSE OVIDIO CLAROS POLANCO  

                  Presidente


   
             Vicepresidente

JULIA EMMA GARZÓN DE GÓMEZ                 JOSE ARMANDO OTÁLORA GÓMEZ                                                                                                                        

                 Magistrado                                                          Magistrado

MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA                         ANGELINO LIZCANO RIVERA        

                  Magistrada                                                        Magistrado 

PEDRO ALONSO SANABRIA BUITRAGO

Magistrado 

YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA

Secretaria Judicial

Yrr. 
� Magistrado Ponente el Dr. ADOLFO LEÓN CASTILLO ARBELÁEZ, en Sala dual conformada con el Dr. JOAQUÍN EMILIO BRICEÑO QUINTERO.


� Folios 22 a 59 del c.o. de 1ª instancia; donde se resalta que obra certificado de registro minero –contrato único de concesión suscrito por la aquí disciplinada. 


� Folios 138 a 153 ídem. 


� Folios 179 y anexo. 


� Folios 14 a 21, y entre los cuales se encuentran resolución de nombramiento, acta de posesión y certificado de tiempo de servicios.


� Folio 200.


� Donde se prohíbe a los servidores públicos celebrar por si, por interpuesta persona o en representación de otro, contrato alguno con entidades públicas o con personas privadas que manejen o administren recursos públicos, salvo las excepciones legales.





� “17. Ejercer el comercio o la industria personalmente o como gestor, asesor, empleado, funcionario o miembro o consejero de juntas, directorios o de cualquier organismo de entidad dedicada a actividad lucrativa”.


� “Parágrafo 1°. Además de las faltas anteriores que resulten compatibles con su naturaleza, también serán faltas gravísimas para los funcionarios y empleados judiciales el incumplimiento de los deberes y la incursión en las prohibiciones contemplados en los artículos 153 numeral 21 y 154 numerales 8, 14, 15, 16 y 17 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia”. 


� Según información laboral allegada por la Dirección Seccional Administrativa y Financiera de la Fiscalía General de la Nación, visible a folios 15 y ss del c.o.


 


� Según se aprecia a folio 213 del cuaderno anexo.


� Ver folios 229 a 231.


� Según copia de dicho contrato que obra a folios 233 a 242 del cuaderno anexo.


� DAYRA LUCÍA DAZA DUARTE.


� Según certificado de tiempo de servicios allegado al proceso visto a folios 15 y ss, sin que haya sido desmentida tal situación por la disciplinada. 


� Folio 244.


� Copia de la Póliza a folio 254 cuaderno anexo.


� Visible a folio 256.


� Tal como se puede apreciar en la copia de dicho documento que obra a folio 1 a 5 del cuaderno anexo.


� “Mediante la cual se señalan las normas, objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/constitucion_politica_1991_pr004.html" \l "150" \t "_blank" �150�, numeral 19, literales e) y f) de la Constitución Política”. 





� Siendo la primera de las inhabilidades establecidas por ésta Ley para “participar en licitaciones y para celebrar contratos con las entidades estatales” según su artículo 8º: “a) Las personas que se hallen inhabilitadas para contratar por la Constitución y las leyes”. (Resaltado fuera de texto).
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